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La trata con fines de criminalidad forzada ha recibido históricamente menos atención por parte de las

instituciones internacionales, los medios de comunicación y el sector de los derechos humanos. Sin

embargo, la conciencia sobre esta forma de trata está aumentando a nivel mundial. Esta nota

informativa pretende respaldar ese reconocimiento creciente examinando cómo se produce la trata

para la criminalidad forzada en la región de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN). A

partir de estudios de caso e investigaciones, ofrece un análisis feminista y basado en los derechos de

dos ámbitos clave en los que se somete a las mujeres a la trata para la criminalidad forzada:

el trabajo forzoso en operaciones delictivas en línea, comúnmente denominadas «centros de

estafa» (scam centres); y

la trata con fines de transporte de drogas (tráfico de drogas).

Si bien la trata de mujeres para el transporte de drogas y la doble victimización que padecen -a través

tanto de la explotación como de la posterior criminalización- han sido documentadas por organismos de

derechos humanos y activistas, la trata de mujeres hacia centros de estafa para la criminalidad forzada

es una cuestión más reciente y emergente que afecta gravemente a la región de la ASEAN, y hasta la

fecha ha existido un análisis limitado, con perspectiva de género y basado en los derechos, de esta

forma de trata. A medida que crece la conciencia sobre la trata con fines de criminalidad forzada, los

Estados miembros de la ASEAN tienen una oportunidad crucial para liderar una respuesta coordinada y

basada en los derechos que ponga fin a la criminalización de las mujeres víctimas de trata con fines de

criminalidad forzada. Una parte significativa de esa oportunidad reside en la recientemente publicada

Directriz de la ASEAN sobre la aplicación del principio de no sanción. Esta nota informativa ofrece

estudios de caso paradigmáticos de las dos formas de trata con fines de criminalidad forzada y las

frecuentes violaciones de derechos que sufren las mujeres afectadas. Concluye alentando a los Estados

miembros de la ASEAN a aprovechar la oportunidad que brinda la nueva Directriz para poner fin a estas

violaciones de derechos.
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El Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños

(también conocido como el Protocolo de la ONU contra la trata) es un tratado jurídicamente vinculante

que ha sido adoptado por todos los Estados miembros de la ASEAN. El Protocolo exige a los Estados

parte que prevengan la trata, protejan y asistan a las víctimas y promuevan la cooperación entre países.

Proporciona una definición internacionalmente acordada de la trata de personas, que comprende la

captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas con fines de explotación,

lograda mediante medios como la coacción, el engaño, el abuso de poder o la entrega de pagos o

beneficios a una persona que tenga control sobre la víctima.

En el plano regional, la Convención de la ASEAN contra la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y

Niños (ACTIP) es un acuerdo jurídicamente vinculante que exige a los Estados miembros de la ASEAN

prevenir la trata (incluida la trata con fines de criminalidad forzada) y proteger y asistir a las víctimas. La

trata de personas se define en el artículo 2 como:

«la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas,

recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al

fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o a la

concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una

persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación.»

En el caso de los menores, tanto en el Protocolo de la ONU contra la trata como en la ACTIP no es

necesario demostrar el uso de medios coercitivos para cumplir la definición de trata; dicho de otro

modo, el traslado de un menor con fines de explotación constituye trata aun cuando no haya mediado

fuerza, amenaza o engaño.

5

MARCO JURÍDICO2
a. La trata de personas

2

La trata con fines decriminalidad forzada ha sido ampliamente reconocida en todo el mundo como una

forma de trata de personas, y varios Estados miembros de la ASEAN la han incluido expresamente en su

legislación interna. Por ejemplo, Malasia incluye «cualquier actividad ilícita» como explotación y

Vietnam reconoce explícitamente que obligar a las víctimas a cometer delitos es una forma de trata. En

el plano de la ONU, la trata para la criminalidad forzada se define como «la trata de personas con el fin

de explotar a las víctimas obligándolas o forzándolas de otro modo a cometer actos delictivos para

obtener beneficios económicos o de otra índole para los tratantes o explotadores».

b. La trata de personas con fines de criminalidad forzada
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El principio de no sanción de las víctimas de trata por los delitos que se vieron obligadas a cometer es un

principio fundamental del derecho internacional de los derechos humanos en materia de trata de

personas. El Protocolo de la ONU contra la trata establece medidas integrales que los Estados deben

adoptar para proteger y asistir a las víctimas, incluida la prestación de apoyo jurídico y la consideración

de sus necesidades individuales. Estas disposiciones refuerzan implícitamente el principio de que las

personas víctimas de trata deben ser reconocidas como tales y no procesadas por los delitos que se

vieron forzadas a cometer como consecuencia de su trata.

El principio de no sanción se ha incorporado al marco jurídico regional de la ASEAN. Con arreglo al

artículo 14(7) de la ACTIP, los Estados miembros de la ASEAN están obligados a considerar no procesar a

las víctimas de trata por los delitos que se vieron forzadas a cometer.

El alcance de esta obligación ha sido precisado por la Comisión Intergubernamental de Derechos

Humanos de la ASEAN y la Reunión de Altos Funcionarios de la ASEAN sobre Delincuencia Transnacional

en la Directriz de la ASEAN sobre la aplicación del principio de no sanción (la Directriz), publicada en

junio de 2025 y refrendada por todos los Estados miembros de la ASEAN.  La Directriz ofrece medidas

prácticas y accionables para que los legisladores, los organismos encargados de aplicar la ley, los órganos

judiciales y otras partes interesadas de los Estados miembros de la ASEAN apliquen el principio de no

sanción consagrado en el artículo 14(7) de la ACTIP.

Una de las recomendaciones clave de la Directriz es que los Estados miembros adopten marcos jurídicos

que protejan a las víctimas frente a la detención, la privación de libertad, el procesamiento, la condena,

la sanción o las sanciones migratorias relacionadas con su experiencia de trata.  La Directriz también

subraya la importancia de proporcionar recursos efectivos en los casos en que las víctimas de trata ya

hayan sufrido tales medidas.

La Directriz recomienda asimismo que los Estados miembros utilicen un modelo «basado en la

causalidad».  Este enfoque implica que las supervivientes de la trata no tengan que demostrar que

fueron directamente amenazadas u obligadas a cometer un delito. En cambio, examina el panorama más

amplio: las situaciones difíciles y las desigualdades que pueden condicionar las decisiones de una

persona. Reconoce también que factores como el género, el origen étnico, los ingresos, la situación

migratoria y la discriminación pueden hacer a las personas más vulnerables a la trata.

c. El principio de no sanción de las víctimas de trata
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Una de las formas más extendidas y emergentes de criminalidad forzada en la región de la ASEAN es la

trata de personas hacia centros de estafa. Aunque la cuestión es plenamente transnacional por

naturaleza, ya que implica a una amplia variedad de nacionalidades tanto entre las víctimas como entre

los autores,  la mayoría de las víctimas ha sido objeto de trata hacia centros ubicados en la región de la

ASEAN, que sigue siendo el principal foco de los centros de estafa.

Las víctimas de trata de personas con fines de trabajo forzoso en la actividad delictiva en línea son

engañadas y coaccionadas para ingresar en los centros de estafa de diversas maneras. Algunas mujeres

son atraídas mediante anuncios de empleo fraudulentos para puestos profesionales en sectores como

el marketing  o la atención al cliente, mientras que otras son engañadas a través de relaciones

personales o tras entablar amistad con alguien en Facebook.  Los tratantes se esfuerzan enormemente

para que las ofertas de empleo parezcan legítimas y para aparentar ser dignos de confianza. Una vez

aceptado el empleo, la persona es trasladada a uno de los numerosos centros de estafa que existen en

la región de la ASEAN; con frecuencia se le confiscan el pasaporte y el teléfono, y se la mantiene en el

centro contra su voluntad. A menudo el centro no se encuentra en el mismo país donde se anunció el

trabajo.

Las condiciones reales de trabajo se caracterizan por la coacción y la explotación.  Se espera que las

personas dediquen largas horas a estafar dinero a las víctimas mediante inteligencia artificial, perfiles

falsos y otros métodos de redes sociales. Quienes son objeto de trata se ven obligadas a cumplir

cuotas, y el incumplimiento se castiga con abusos físicos y sexuales, y tortura.

Escapar de los centros de estafa es difícil y peligroso. Existen múltiples testimonios de personas que

murieron al intentar huir de los centros. Yoong, una mujer de 30 años trasladada de Malasia a

Myanmar para trabajar en los centros de estafa, declaró: «Vi morir a tres personas… una compañera

saltó desde el tejado; a otras dos las empujaron.»  Las vías de salida más habituales son intentar

escapar por cuenta propia, sobornar a los guardias del recinto o a las autoridades locales, buscar ayuda

de la sociedad civil y las ONG, esperar el rescate por parte de los gobiernos o ser arrestadas, detenidas

y deportadas en redadas masivas. En algunos casos, las víctimas y sus familias deben pagar rescates o

encontrar sustitutos, lo que en la práctica las obliga a someter a otras personas a la trata para asegurar

su propia liberación, hecho que puede llevar a las autoridades a considerarlas cómplices de la trata.

LA TRATA DE PERSONAS CON FINES DE
TRABAJO FORZOSO EN LA ACTIVIDAD
DELICTIVA EN LÍNEA (TAMBIÉN CONOCIDA
COMO «CENTROS DE ESTAFA»)
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3.1. Antecedentes
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Felicia, una viuda de 31 años con dos hijos pequeños, quería volver a trabajar tras

la muerte de su marido. Le ofrecieron lo que ella creía que era un empleo legítimo

de marketing en Laos, pero fue trasladada desde Filipinas hasta Myanmar

pasando por tres países distintos. Contó que algunas mujeres que se sumaron a

su viaje desde Manila habían aceptado ofertas de trabajo similares y que habían

viajado en buques de carga, taxis y lanchas rápidas, entre otros medios de

transporte, para llegar a su destino. Finalmente, Felicia fue dejada en KK Park, un

recinto de estafa en Myanmar. Quedó encerrada en un complejo donde tenía que

cumplir objetivos semanales de creación de perfiles falsos en redes sociales para

estafar a la gente. Felicia sufrió una agresión sexual en el centro. Un encargado

insistió en que se cambiara de ropa delante de él: «No quería hacerlo y dije que

me sentía incómoda, y seguí diciendo que no, pero me dijeron que era

simplemente un vestuario.» Cuando Felicia empezó a cambiarse, fue agredida

sexualmente. Con el tiempo, Felicia logró ponerse en contacto con su hermana,

que pidió ayuda al consulado de Filipinas. La policía acudió al edificio, pero su jefe

la trasladó, junto con otras víctimas, a un nuevo recinto. Finalmente, un agente

que custodiaba la propiedad aceptó un soborno para ayudarla a huir a Tailandia.

Felicia se reencontró con su familia y se alojó en un albergue gestionado por una

ONG.

Felicia*

El caso de Felicia cumple claramente la definición de trata, ya que el reclutador

organizó su transporte desde Filipinas hasta Myanmar, atravesando tres países.

Felicia fue engañada, pues le dijeron que iba a desempeñar un trabajo de

marketing, pero en realidad fue utilizada con fines de explotación, es decir, para

cometer actos de criminalidad forzada en beneficio económico de quienes

gestionaban el recinto. Felicia también sufrió violaciones adicionales de sus

derechos humanos, ya que fue objeto de abusos sexuales mientras estaba en el

centro de estafa y se le pidió que «se desnudara para los hombres», lo que

evidencia una capa de género en el abuso y el trato que padeció en el centro. La

agresión sexual sufrida por Felicia no es un caso aislado: muchas mujeres

denuncian violaciones y agresiones sexuales en los centros.

Análisis del caso de Felicia

3.2. Estudios de caso
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*No es su nombre real

Figura 1: Ala de avión.
Fuente: Canva.
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Huong, una joven recién licenciada de Vietnam que trabajaba en Camboya como

traductora, fue víctima de trata hacia un centro de estafa en Camboya. En su caso,

un alto ministro del Gobierno intervino personalmente para ordenar su liberación,

pero ello no la protegió de sufrir daños adicionales. Estuvo recluida en un centro

de detención migratoria durante casi tres meses, confinada en una celda

pequeña con varias otras supervivientes de trata, a apenas unos metros de

mafiosos chinos que estaban siendo deportados por su papel en la trata y la

esclavización de mujeres jóvenes en su misma situación. Se esperaba que ella

misma encargara la comida y el agua para que se las entregaran desde fuera, pero

los guardias le retenían estos suministros a menos que pagara un soborno cada

vez. «Si no les doy dinero, no me dejan salir», dijo Huong. Finalmente fue liberada

y trasladada a la frontera con Vietnam, donde fue objeto de nuevas extorsiones

tanto por parte de los guardias fronterizos como de la policía local de su ciudad

natal, que alegaban que había infringido las leyes migratorias por permanecer

demasiado tiempo en Camboya.

Huong*

El caso de Huong demuestra cómo los Estados miembros incumplen el principio

de no sanción: a pesar de ser víctima de trata, Huong estuvo recluida en un centro

de detención migratoria de Camboya en proximidad directa a sus tratantes,

creando la impresión de que era de algún modo culpable de su propia experiencia

de trata. Una vez liberada, fue además extorsionada por las autoridades en la

frontera por haber excedido su visado. La experiencia y el trato que recibió Huong

reflejan el daño específico que afrontan las personas víctimas de trata para la

criminalidad forzada cuando intentan acceder a la justicia.

Análisis del caso de Huong

6

25

Figura 2: Familia en Vietnam.
Fuente: Vietnam Hidden Light, Pexels.

*No es su nombre real

De la sanción a la protección (de derechos)



Pim, una mujer apátrida residente en Tailandia, fue engañada para viajar al

municipio de Laukkaing, en Myanmar, a finales de 2023 para lo que parecía un

empleo bien remunerado. Pim y su marido, ambos integrantes de una minoría

étnica de Tailandia, decidieron ir juntos, ya que además Pim se encontraba en el

sexto mes de embarazo. Al llegar, fueron detenidos y obligados a trabajar en el

centro de estafa. Tras oír rumores de que los estafadores obligaban a las mujeres

embarazadas a abortar dentro de los recintos, Pim ocultó su embarazo llevando

ropa holgada. Una operación de rescate lanzada más tarde por las autoridades

tailandesas liberó a Pim y a su marido del recinto, pero los funcionarios se

negaron a repatriarla a Tailandia. «Me dijeron que no estaba en la lista porque no

tenía la nacionalidad tailandesa. Tuve que separarme de mi marido. Lloré tanto

que me dolía el vientre y tuve que ir a un hospital.» Pim contactó pronto con una

ONG que la ayudó con dinero para asegurar su regreso a Tailandia, y con otros

3000 bahts tailandeses para comprar un teléfono móvil y poder mantenerse en

contacto con la fundación. Pim y su marido finalmente se reunieron.

El caso de Pim es un caso claro de trata de personas con fines de criminalidad

forzada. Pim fue engañada para viajar de Tailandia a Myanmar mediante engaño,

pues le dijeron que se le daría un empleo bien remunerado, pero fue llevada con

fines de explotación. Pim era especialmente vulnerable por estar embarazada y

ser integrante de un grupo étnico minoritario. A pesar de que se produjo una

operación de rescate, los funcionarios tailandeses se negaron a repatriarla por

ser apátrida. Como muchas otras víctimas, se vio obligada a depender del apoyo

de una ONG en lugar de los gobiernos para recibir asistencia, lo que evidencia la

importancia de que las ONG y la sociedad civil puedan operar eficazmente en este

ámbito donde los gobiernos fallan.

Análisis del caso de Pim

Pim
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Figura 3: Norte de Tailandia.
Fuente: Zaonar Saizainalin, Pexels.
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En toda la región de la ASEAN, la denominada «guerra contra las drogas» ha propiciado la adopción

generalizada de leyes y estrategias de aplicación severas en materia de drogas. Estos enfoques se han

centrado en la criminalización, la imposición de penas y las políticas de tolerancia cero. Las leyes y

políticas punitivas en materia de drogas en el Sudeste Asiático han afectado a las mujeres y han

contribuido al aumento del número y la proporción de mujeres en la mayoría de los sistemas

penitenciarios de la región.  Al mismo tiempo, las actitudes sociales hacia el consumo de drogas y hacia

quienes participan en el tráfico de drogas han permanecido en gran medida carentes de empatía. Tanto

las personas que consumen drogas como quienes se han visto obligadas a transportarlas son con

frecuencia demonizadas y sufren una estigmatización extrema en la sociedad. Este enfoque

indiscriminado ha tenido consecuencias perjudiciales para las mujeres víctimas de trata con fines de

transporte de drogas que, como veremos en los estudios de caso que se examinan a continuación, son

procesadas de manera habitual en lugar de ser protegidas y consideradas víctimas.

LA TRATA DE PERSONAS CON FINES DE
TRANSPORTE DE DROGAS

De la sanción a la protección (de derechos) 

Las mujeres víctimas de trata con fines de transporte de drogas suelen ser engañadas y explotadas para

ello, a través de algún tipo de relación interpersonal. Los estudios han indicado que las mujeres se ven

afectadas de manera desproporcionada tanto como víctimas de estafas en línea como entre quienes son

encarceladas por delitos relacionados con drogas.  Un patrón común consiste en que una pareja, un

amigo, un familiar o un conocido les pida que transporten un objeto a través de una frontera en su

nombre. Los estudios han constatado que la implicación de las mujeres en el tráfico internacional

transfronterizo de drogas se debía a menudo a que desconocían qué transportaban o a que eran

explotadas y presionadas de otro modo.  Un caso reciente ilustra esta dinámica. Una mujer malasia fue

condenada a cinco años de prisión por traficar con drogas de Malasia a Tailandia. Una amiga le había

pedido que llevara con urgencia una bolsa y ella no sabía qué contenía. «Me pidió que la ayudara a

llevar la bolsa. No sabía que contenía pastillas de Yaba. Pensé que le estaba haciendo un favor a una

amiga.». En otro ejemplo procedente de Camboya, una tailandesa de 22 años fue condenada a cadena

perpetua por intentar introducir cocaína en Camboya desde los Emiratos Árabes Unidos. Su novio le

había pagado los billetes de avión, el visado, la comida y el alojamiento, y el hermano de su novio le

entregó cajas de bombones para que se las llevara a un amigo suyo en Camboya. Ella declaró que solo

tuvo conocimiento de las drogas ocultas cuando fue detenida.

30

4

4.1. Antecedentes

4.2. ¿Cómo se produce esta forma de trata? 

8

29

31

32

33



Estos casos no se producen en el vacío. La vulnerabilidad de género -incluida la feminización de la

pobreza y las limitaciones del cuidado familiar- restringe las opciones de las mujeres, haciéndolas

susceptibles a la explotación. Los estudios muestran que otras susceptibilidades habituales incluyen

extensos historiales de victimización, el trauma asociado y el desorden general de la vida, factores que

en conjunto aumentan la vulnerabilidad de las mujeres a ser explotadas por los reclutadores.

Al igual que en otras formas de trata, se espera que las mujeres se ajusten a las nociones patriarcales de

la víctima indefensa si quieren recibir asistencia y apoyo. Toda mujer que no encaje en estas

concepciones estrechas es penalizada y tratada como delincuente.

9
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Figura 4: Mujer en el aeropuerto.
Fuente: Orhan Pergel, Pexels.
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Ple es una mujer de Tailandia que fue detenida por traficar con drogas de Laos a

Tailandia. Fue engañada por su nuevo novio para transportar drogas a través de la

frontera entre Laos y Tailandia: «Un día me dijo que tenía que recoger unas gemas de

Laos y me preguntó si podía ir a buscarlas por él. Le dije que le ayudaría. Me dijo que

me pagaría el alquiler. Así que decidí ir.» Ple cruzó la frontera en autobús. Nunca

antes había visto la droga «ice», así que cuando un hombre le entregó un paquete

para que lo llevara de vuelta, pensó que el «ice» (metanfetamina) eran gemas. En

algún momento fue detenida y no fue hasta la investigación policial cuando Ple se dio

cuenta de que transportaba drogas. Ple fue condenada a prisión en Tailandia y no

recibió ningún apoyo del hombre que la sometió a la trata. «Decía que éramos pareja,

pero en cuanto me detuvieron no apareció para ayudarme ni nada. Así que supongo

que simplemente me utilizó. En aquel entonces, cuando tenía problemas, pensaba

que él me ayudaría.»

Ple

El caso de Ple parece un ejemplo claro de trata de personas con fines de transporte

de drogas. Ple fue engañada, pues creía que llevaba gemas y no drogas, y fue

reclutada por su nueva pareja con fines de explotación, concretamente para que

cometiera un acto delictivo en beneficio económico de él. Las circunstancias que

constan en el caso de Ple indican que fue víctima de violencia doméstica y que «vivía

con miedo a su exmarido», factores que, según los estudios, la hacen más susceptible

a la explotación. Aunque no sabemos qué pena recibió Ple, sí sabemos que fue

encarcelada por un delito relacionado con drogas. Su caso vuelve a poner de relieve

el carácter de género de la trata para el transporte de drogas, en la que las mujeres

suelen ser blanco de sus parejas íntimas, y sus experiencias previas de violencia

doméstica e inestabilidad económica aumentaron su vulnerabilidad.

La experiencia de Ple guarda importantes paralelismos con la de Donna Nelson, una

mujer indígena australiana actualmente encarcelada en Japón tras ser engañada para

transportar drogas desde Laos. Al igual que Ple, Donna fue captada por una pareja

sentimental que explotó su confianza para obtener un beneficio delictivo. En

septiembre de 2025, el Tribunal Superior de Japón desestimó su recurso afirmando

que «debería haber sospechado que algo raro había en recoger una bolsa en Laos y

llevarla en avión a Japón».  Esta retórica es común en los casos de mujeres víctimas

de trata con fines de transporte de drogas y no tiene en cuenta las dinámicas de

control coercitivo, confianza y patriarcado presentes en muchas de estas relaciones.

Criminalizar a las víctimas sin una identificación adecuada ni la debida consideración

de su explotación las priva de las garantías procesales y vulnera su derecho a un juicio

justo.

Análisis del caso de Ple
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Desde su condena, el caso de Mary Jane ha pasado a ser ampliamente reconocido

como trata de personas, y se han presentado cargos contra la reclutadora en

Filipinas. El caso de Mary Jane cumple la definición de trata de personas, ya que la

reclutadora organizó su transporte de Malasia a Indonesia mediante engaño

(Mary Jane no sabía que había drogas ocultas en la maleta y creía que viajaba a

Indonesia para emplearse como trabajadora doméstica). Esto se hizo con fines de

explotación, concretamente para obligar a Mary Jane a cometer actos delictivos

en beneficio económico o de otra índole de los reclutadores. Tras cumplir 15 años

en una prisión indonesia, Mary Jane fue repatriada a Filipinas en 2024 en virtud

de un acuerdo bilateral y actualmente cumple cadena perpetua en Manila. Se ha

convertido en un símbolo de las vulnerabilidades que afronta la «diáspora

económica de 10 millones de personas de Filipinas, muchas de las cuales aceptan

empleos como trabajadoras domésticas en el extranjero para escapar de la

pobreza en su país»,  lo que puede exponerlas a riesgos de trata. Su caso ha

suscitado un considerable apoyo nacional e internacional, y los llamamientos a su

indulto continúan a fecha de noviembre de 2025. Aunque su repatriación la libró

de la ejecución, su encarcelamiento continuado vulnera el principio de no

sanción.

Mary Jane es una mujer filipina que fue condenada por tráfico de drogas en

Indonesia. Creció en una familia que vivía en la pobreza extrema. Para ayudar a

mantener a su familia, en 2009 emigró a Dubái para trabajar como empleada

doméstica. Regresó a Filipinas después de que su empleador la acosara

sexualmente. En 2010, una amiga de la familia la reclutó para emplearse como

trabajadora doméstica en Malasia. A su llegada a Kuala Lumpur, le dijeron que el

puesto ya no estaba disponible, pero que le habían concertado un empleo similar

en Indonesia. La reclutadora llevó a Mary Jane de compras para adquirir ropa

nueva para su nuevo trabajo y le entregó una maleta para que guardara sus cosas.

Le dieron un billete de avión y un número de teléfono móvil al que llamar en

cuanto aterrizara en Indonesia. Cuando Mary Jane llegó a Indonesia, registraron

su maleta y encontraron heroína oculta en el forro interior. Mary Jane fue

condenada por tráfico de drogas y sentenciada a muerte.

Mary
Jane
Veloso

Análisis del caso de Mary Jane
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Figura 6: Calles de Filipinas.
Fuente: Kimy Moto, Pexels.



Shirley, una niña de 15 años de Malasia, había hecho un amigo a través de

Facebook que le dijo que le organizaría unas vacaciones gratuitas a Hong Kong. El

amigo, también de 15 años, dispuso que Shirley se reuniera con dos hombres en

un centro comercial de Kuala Lumpur, quienes le entregaron un billete de avión y

algo de dinero para gastos. El amigo le dijo que se uniría a ella en las vacaciones,

pero que tomaría un vuelo anterior. El día de su vuelo, uno de esos hombres

apareció y le dio un par de zapatos para que los llevara puestos durante el viaje.

Tras llegar al Aeropuerto Internacional de Hong Kong, Shirley fue seleccionada

para un registro corporal y se hallaron 700 g de heroína en las suelas de los

zapatos. Dada la pequeña cantidad de droga que le colocaron, Shirley cree que

fue utilizada como señuelo para mantener ocupadas a las autoridades mientras

cantidades mayores de droga pasaban sin ser detectadas. Shirley fue detenida y

acusada de un delito que conlleva una pena de más de 20 años de prisión.

Shirley*

El caso de Shirley es otro ejemplo claro de trata de personas con fines de

criminalidad forzada. El amigo de Shirley organizó su transporte de Malasia a

Hong Kong con fines de explotación, concretamente para obligarla a cometer

actos delictivos en beneficio económico o de otra índole de los reclutadores.

Como Shirley es menor de edad, es irrelevante que además haya sido engañada

para ser explotada, aunque el engaño está claramente presente en su caso.

Análisis del caso de Shirley
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Figura 7: Esperando en el aeropuerto.
Fuente: Waldemar Brandt, Pexels.



Pau es una mujer trans tailandesa que actualmente se encuentra encarcelada en

Malasia. Trabajaba en Tailandia como trabajadora sexual cuando su proxeneta le

pidió que viajara a la India para reunirse con clientes. Al llegar a la India, comprobó

que no había trabajo disponible para ella. Informó a su proxeneta, que dispuso que

regresara a Tailandia en un vuelo con escala en Kuala Lumpur. El proxeneta le pidió

que llevara de vuelta unos saris, supuestamente regalos para la familia y los amigos

del proxeneta. Cuando Pau llegó a Kuala Lumpur, fue detenida y las autoridades

encontraron metanfetamina oculta en los saris. Pau fue condenada por tráfico de

drogas y sentenciada a muerte. En 2024, su pena fue conmutada a 30 años tras la

abolición de la pena de muerte obligatoria en Malasia. A pesar de su identidad de

género, se encuentra actualmente en una prisión de hombres en Malasia. Pau

contrajo tuberculosis dos veces en prisión y sufrió complicaciones que la han

dejado paralizada del cuello hacia abajo. Como consecuencia, se ve obligada a

depender de los hombres encarcelados con ella para lavarse, ir al baño y comer.

Los recursos de clemencia en su favor siguen en curso.

Pau

El caso de Pau es un ejemplo claro de trata de personas con fines de criminalidad

forzada, ya que su proxeneta organizó su transporte de la India a Malasia,

mediante engaño (Pau no sabía que había drogas ocultas en los saris) y mediante

abuso de poder (el proxeneta era el empleador de Pau y utilizó esa relación de

poder para persuadirla de viajar a la India); con fines de explotación,

concretamente para obligar a Pau a cometer actos delictivos en beneficio

económico o de otra índole del proxeneta. Pau ha padecido violaciones

acumuladas de sus derechos humanos mientras estaba en prisión. Como persona

tetrapléjica, Pau no tiene control de su cuerpo del cuello para abajo y conserva un

control limitado de las manos. Necesita una bolsa de colostomía y se desplaza en

silla de ruedas.

Análisis del caso de Pau
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Figura 8: Saris en la India.
Fuente: Agung Pandit Wiguna, Pexels.



A pesar de que múltiples procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos de la ONU han

instado al Gobierno de Malasia a investigar la condición de Pau como víctima de trata, no hay indicios

de que el Gobierno esté dispuesto a hacerlo.  El caso de Pau ilustra cómo las graves consecuencias de

tratar a las personas víctimas de trata como delincuentes en lugar de como víctimas pueden derivar en

un encarcelamiento continuado, tratos degradantes y violaciones de derechos. Su encarcelamiento

continuado refleja fallas sistemáticas en el reconocimiento y la respuesta a la trata para la criminalidad

forzada.

Puede establecerse una comparación con el caso de Yoshe, una madre soltera australiana que también

fue encarcelada en Camboya en 2013 (el mismo año en que fue encarcelada Pau) tras ser engañada por

un hombre que conoció en internet para introducir drogas de contrabando en Australia. Yoshe creía

mantener una relación con este hombre, que se hacía pasar por un legítimo empresario en Camboya y

fue ganándose gradualmente su confianza antes de persuadirla para que llevara una mochila de

Camboya a Australia, diciéndole que contenía muestras de ropa para su negocio cuando en realidad

contenía heroína en el forro. Yoshe fue interceptada en el aeropuerto de Camboya y acusada. Fue

condenada a 23 años de prisión en Camboya, pero al cabo de seis años su condena fue anulada, y el

tribunal reconoció que había sido «engañada»  y que era una víctima inocente. Los desenlaces

contrapuestos de estos dos casos suscitan serias preocupaciones sobre la desigualdad en el acceso a la

justicia y sobre las dinámicas geopolíticas. Yoshe, una mujer australiana blanca engañada por un

hombre nigeriano (que fue acusado por su papel en el contrabando de drogas), y Pau, una trabajadora

sexual trans indio-tailandesa que ahora tiene una discapacidad y está detenida en un país donde no se

reconoce su identidad de género y afronta una marginación agravada. Esta discrepancia entre ambos

casos pone también de relieve la jerarquía existente en cuanto al trato según el lugar o la jurisdicción

donde una mujer es objeto de trata o detención, y demuestra la necesidad de adherirse a un enfoque

más armonizado para las víctimas de trata para la criminalidad forzada en la región de la ASEAN.
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Figura 9: Aduana del aeropuerto.
Fuente: Sergei Starostin, Pexels



Las respuestas políticas y jurídicas a la trata con fines de criminalidad forzada en toda la región de la

ASEAN a menudo parecen haber priorizado la seguridad nacional y las respuestas policiales o penales

por encima de los derechos y la autonomía de quienes han sido objeto de trata.

En el contexto de los centros de estafa, las redadas, las deportaciones masivas y la criminalización

indiscriminada se emplean cada vez más para demostrar que los gobiernos están tomando medidas; sin

embargo, estas medidas suelen ir en detrimento directo de aquellas personas a quienes dicen proteger.

Por ejemplo, cuando Susan Wafula* fue rescatada de un centro de estafa en Myanmar en 2022, pasó un

mes desplazándose entre cuatro centros de detención tailandeses mientras seguía los procedimientos

legales para acreditar que no era una delincuente y que había sido víctima de trata. «Estuve en una

celda solo para que se determinara que era víctima de trata y obtener mi libertad… Si no lo hubiera

hecho, ya me habría podrido allí.».  Fue una situación similar a la de Huong* (cuyo caso se describe en

los estudios de caso anteriores), quien, tras ser víctima de trata hacia Camboya, fue liberada pero pasó

un tiempo detenida, encarcelada junto a sus jefes. Huong afrontó una nueva criminalización al intentar

salir de Camboya hacia Vietnam, después de que las autoridades la acusaran de delitos migratorios.

En 2025, cuando más de 100 ciudadanos tailandeses fueron detenidos y acusados por su presunta

implicación en un centro de estafa camboyano, la policía tailandesa declaró que «los traidores ya no

podrán aprovechar el vacío legal de la condición de víctima de trata para eludir el castigo».

De manera similar, en el contexto del transporte de drogas, las mujeres que han sido objeto de trata

son criminalizadas en lugar de reconocidas como víctimas. En toda la región, las prioridades de control

de drogas suelen prevalecer sobre las obligaciones de los Estados de identificar y proteger a las

personas víctimas de trata, y las autoridades presumen con frecuencia la intención delictiva y

desestiman las alegaciones de coacción o engaño, como hemos visto en los estudios de caso señalados

anteriormente. Esto crea un sistema en el que la sanción se antepone a la evaluación de la víctima,

reproduciendo la misma retórica utilizada en otras formas de criminalidad forzada y reforzando una

presunción de culpabilidad en lugar del deber de investigar los indicios de trata. 

PANORAMA POLÍTICO Y JURÍDICO:
DISCUSIÓN DE LOS HALLAZGOS
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Al momento de redactar este documento, un análisis completo de la experiencia de las mujeres en los

centros de estafa permanece en gran medida inexplorado. Aunque tanto mujeres como hombres son

objeto de trata hacia los centros de estafa, las mujeres afrontan daños diferenciados, agravados y

específicos de género. Los informes indican que algunos centros de estafa operan «sistemas de

recompensas» a quienes destacan estafando, ofreciendo acceso a alcohol, drogas y servicios sexuales.

En este contexto, hay informes de mujeres que son víctimas de trata para prestar dichos servicios

sexuales. También hay informes de mujeres agredidas sexualmente por jefes y encargados en los

centros de estafa. Angel*, una mujer en uno de los centros de estafa de Myanmar, denunció ser

obligada a acostarse con los jefes del centro y declaró: «Solo quiero negarme, pero me obligan. “(pero

me dicen) No te niegues, porque estarás en peligro”. A veces también (me obligan a acostarme) con los

amigos y familiares del jefe.»  En 2025 se han registrado informes de al menos doce mujeres etíopes

que quedaron embarazadas como consecuencia de haber sido violadas tras ser trasladadas a un centro

de estafa en Myanmar. Además de la violación, la amenaza del aborto forzado es algo que han

detallado mujeres trasladadas a los centros de estafa, como Nan*, que ocultó su embarazo llevando

ropa holgada tras oír rumores de abortos forzados en los centros. El temor de Nan resultó fundado,

pues recordó haber visto a otra mujer tailandesa que fue obligada a interrumpir su embarazo en el

centro de estafa. Otras víctimas que han denunciado quedar embarazadas tras ser violadas en los

centros de estafa han tenido que sobrellevar el trauma del aborto espontáneo, el aborto tardío y el

parto.

En relación con las mujeres víctimas de trata con fines de criminalidad forzada para el transporte de

drogas, en toda la región de la ASEAN las mujeres encarceladas por delitos de drogas se ven privadas de

manera sistemática del acceso a atención sanitaria específica de género, en contra de las Reglas de

Bangkok.  Una vez encarceladas por el transporte de drogas, las mujeres de toda la región de la ASEAN

afrontan graves consecuencias y declaran no tener acceso a trabajo, programas de rehabilitación ni

atención sanitaria específica de género. 

La vulnerabilidad de género, incluida la feminización de la pobreza, las presiones del cuidado familiar y

los largos historiales de trauma y victimización, que restringen las opciones de las mujeres y acentúan

su susceptibilidad ante los reclutadores, es ignorada.   Esta retórica, común en toda la región,  refleja un

enfoque profundamente punitivo que no se ajusta a las obligaciones de los Estados miembros con

arreglo al derecho internacional  y contraviene directamente las recomendaciones contenidas en la

Directriz de la ASEAN sobre no sanción.
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«En muchos casos, los tribunales se apoyaron en estereotipos de género para

interpretar las circunstancias y motivaciones de las mujeres antes de condenarlas a

muerte. Ofrecen indicios inquietantes de que el sesgo de género influye en los

resultados de las causas capitales por drogas. En particular, los tribunales se muestran

reacios a aceptar que una acusada fuera engañada o presionada para transportar

drogas, a menos que encaje en el perfil de una víctima femenina indefensa: pobre, sin

educación y, en los casos que implican a un coautor masculino, inexperta con los

hombres. Los tribunales tienden a no creer que las mujeres de entornos menos

desfavorecidos, o que han tenido relaciones sentimentales previas, sean vulnerables a

la coacción o la manipulación.»

 

64

Podemos ver la denegación de atención específica de género con toda claridad en el caso de Pau,

obligada a cumplir su condena en una prisión de hombres a pesar de identificarse como mujer. A las

mujeres les cuesta con frecuencia que se les crea cuando alegan coacción o engaño en estos casos,

debido principalmente a los estereotipos de género sobre cómo debe comportarse una «víctima ideal».

Un estudio de 2021, «Nadie me creyó (No One Believed Me)»: Una visión global de las mujeres que

enfrentan la pena de muerte por delitos de drogas, del Centro Cornell sobre la Pena de Muerte a Nivel

Mundial (Cornell Center on the Death Penalty Worldwide), concluyó:
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Las respuestas gubernamentales al rescate de las víctimas de trata son con frecuencia inadecuadas, y la

policía y otras autoridades a menudo no actúan. Así ocurrió con Bun Sreytouch, quien, al igual que

Huong* en los estudios de caso analizados anteriormente, era traductora. Expresó su decepción por la

respuesta policial que recibió tras ser extorsionada y agredida durante un intento de trata hacia un

centro de estafa. Sreytouch afirmó que la policía nunca se puso en contacto directo con ella hasta

después de que concediera una entrevista a un medio de comunicación.  En otro caso relacionado con

un centro de estafa, una pareja de esposos, Somboon y Nan, obtuvieron la condición de víctimas

mediante el proceso de identificación. Sin embargo, afirmaron que nunca se les ofreció ninguna

indemnización, ni siquiera el billete de autobús para volver a casa.

Incluso las mujeres consideradas víctimas de trata no están accediendo a recursos efectivos. En el caso

de Mary Jane Veloso analizado anteriormente, a pesar del amplio reconocimiento de su condición de

víctima de trata, la demora en concederle el indulto refleja el incumplimiento por parte de Filipinas del

principio de no sanción y de su obligación de proporcionarle un recurso efectivo. Su encarcelamiento

continuado pone de relieve la necesidad de una aplicación más firme de los enfoques centrados en las

víctimas en toda la región y demuestra que, incluso cuando se es reconocida como víctima de trata,

muchos gobiernos no están dispuestos a proporcionar recursos efectivos.

De la sanción a la protección (de derechos) 

5.3.  Falta de recursos efectivos para las víctimas

5.4. Fallos en la adopción de un enfoque con perspectiva de género y basado en los derechos para
identificar a las víctimas

Aunque a las víctimas de los centros de estafa se las suele presentar en los medios como personas

«relativamente instruidas, bilingües o plurilingües y con dominio de la tecnología», nuestra

investigación sugiere que los supuestos sobre los altos niveles educativos entre las víctimas de los

centros de estafa pueden aplicarse con mayor exactitud a los hombres trasladados a los centros. Los

estudios de caso presentados en este documento ofrecen una imagen distinta de mujeres procedentes

de contextos educativos y socioeconómicos diversos. Se aprecian dinámicas similares en los perfiles de

las mujeres víctimas de trata para el transporte de drogas, donde vulnerabilidades interseccionales)

incluidos el origen étnico, la situación migratoria, la edad, la identidad de género, la desventaja

socioeconómica, la monoparentalidad y el ser víctima de violencia doméstica) aumentan la probabilidad

de explotación, factores que acentúan su vulnerabilidad pero reducen la empatía pública e institucional.

Como ha observado una académica feminista, en términos generales «se responsabiliza a las víctimas

de violencia por los delitos cometidos por otros»,  una idea de acuciante pertinencia en este caso. Este

doble estándar debe cuestionarse, y se necesita con urgencia un enfoque feminista y basado en los

derechos, fundamentado en una comprensión de la interseccionalidad. Las respuestas punitivas solo

sirven para reforzar el daño estructural y negar a las mujeres los derechos que los Estados miembros

están obligados a garantizar.
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Las respuestas de los Estados miembros para proteger los derechos de las víctimas menores de edad

son también incoherentes.

En el contexto de los centros de estafa, dos casos ilustran esta protección incoherente. A Mook,  una

niña de 14 años de Tailandia, un hombre (aparentemente un reclutador) le ofreció un empleo en otra

parte de Tailandia. La recogió en su casa, pero le ordenó mantener en secreto la oferta de trabajo. Su

madre contactó con la policía, que actuó con rapidez para determinar que probablemente Mook había

sido llevada a un centro de estafa situado cerca de la frontera entre Camboya y Vietnam.  Mook declaró

que «se le ordenaba engañar al menos a 100 víctimas al día o, de lo contrario, sería agredida y no se le

daría de comer». La policía y el ejército tailandeses coordinaron el rescate con sus homólogos

camboyanos y, tras cinco días, Mook fue rescatada. Sin embargo, en otro caso que involucraba a una

adolescente víctima de trata, una joven laosiana de 17 años a quien supuestamente se le prometió

trabajo en una fábrica en Tailandia pero que, en cambio, fue trasladada a un centro de estafa en

Myanmar, las autoridades laosianas señalaron que rescatar a nacionales de recintos de estafa ubicados

en zonas de Myanmar fuera del control de la junta es «muy difícil» y que había poco que el Gobierno

laosiano pudiera hacer en esa situación.  La joven declaró que fue obligada a trabajar hasta 19 horas al

día durante dos años antes de escapar, y describió la experiencia como extremadamente violenta. «Los

jefes me pegan y me torturan todos los días, ¿por qué no viene nadie a ayudarme?». Esto contrasta

radicalmente con el caso de Mook, en el que se completó una operación transfronteriza en cinco días

para lograr su liberación.

5.5. Deficiencias consulares

Las mujeres víctimas de trata tanto para el transporte de drogas como para los centros de estafa suelen

experimentar un acceso inadecuado al apoyo consular. La respuesta de las autoridades

gubernamentales para asistir realmente a quienes han sido objeto de trata hacia los centros de estafa

ha sido tan deficiente que existen numerosos informes de personas rescatadas de los centros no solo

por ONG contra la trata, sino también por «buenos samaritanos» a título individual. Un informe

reciente sobre malasios víctimas de trata procesados en el extranjero por delitos de drogas concluye de

manera similar que «a menudo carecen de una asistencia consular adecuada… Esto refleja no solo un

fallo de protección, sino un fallo fundamental de principio».

5.6. Incoherencia en el enfoque y víctimas menores de edad
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Esto pone de relieve no solo la incoherencia de las respuestas de los Estados miembros en toda la

región, sino que también suscita inquietud por una jerarquía de facto de los destinos de la trata, en la

que el acceso a la protección y al rescate depende del lugar hacia donde se somete a la víctima a la

trata, en vez de sus derechos individuales. Tales disparidades dentro de la región subrayan la necesidad

de una respuesta regional coordinada que garantice una protección igualitaria para todas las personas

víctimas de trata.

En el contexto de la trata por delitos de drogas, observamos en el caso de Shirley un incumplimiento de

la aplicación del criterio jurídico correcto para las víctimas menores de edad, tal como figura en la

ACTIP, que establece que la «captación, transporte, traslado, acogida o recepción de un niño con fines

de explotación se considerará “trata de personas” aun cuando no se recurra a la coacción, el engaño u

otros medios»  y que se considera niño a toda persona menor de 18 años. Shirley era menor de edad en

el momento en que se produjo su trata con fines de criminalidad forzada y fue engañada y coaccionada

para transportar drogas. En lugar de recibir las protecciones jurídicas correctas para los menores,

Shirley permanece encarcelada y criminalizada, y no está claro qué medidas está adoptando el Gobierno

de Malasia para poner fin a estas violaciones de derechos. El caso de Shirley no es aislado, pues existe

una tendencia preocupante de reclutadores que utilizan a menores para someterlos a la trata con fines

de transporte forzado de drogas. Los datos de 2019 muestran que 30 jóvenes malasios, algunos aún

adolescentes, fueron detenidos en Hong Kong en un solo año por actuar como «mulas» de drogas para

sindicatos internacionales. Los expertos sugieren que estas cifras de detenciones son solo una fracción

de las que realmente logran pasar.

5.7. Falta de acceso a asistencia jurídica y no jurídica

Las observaciones tanto de los centros de estafa como de los casos de transporte de drogas indican que

el acceso a la asistencia y a los servicios jurídicos para las víctimas es incoherente, cuando existe. Si bien

las ONG y otras organizaciones de la sociedad civil, así como el personal humanitario, desempeñan un

papel central en la prestación de asistencia a quienes han sido objeto de trata con fines de criminalidad

forzada, a estos grupos se les deniega de manera sistemática el acceso a los centros de detención, las

prisiones y otras instalaciones institucionales, lo que significa que las víctimas de trata con fines de

criminalidad forzada afrontan importantes lagunas de apoyo que pueden perjudicar sus posibilidades de

protección y recuperación. Muchas organizaciones que trabajan en este ámbito han pedido que se

reconozca, financie y fortalezca el papel fundamental de las ONG y las organizaciones comunitarias en la

identificación de víctimas, el apoyo a las sobrevivientes y la promoción de reformas.
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Esta investigación ha examinado el actual panorama jurídico y político de la región de la ASEAN a partir

de estudios de caso de mujeres víctimas de trata hacia centros de estafa y de mujeres víctimas de trata

con fines de transporte de drogas. Estos casos evidencian que las actuales respuestas políticas y

jurídicas de la ASEAN a la trata con fines de criminalidad forzada siguen siendo fragmentarias,

incoherentes, punitivas y carentes de un enfoque feminista.

Los Estados miembros de la ASEAN tienen la obligación jurídicamente vinculante, con arreglo a la ACTIP,

de prevenir la trata para la criminalidad forzada y de proteger y asistir a las víctimas, lo que incluye

respetar el principio de no sanción. Es esencial que los Estados miembros asuman con seriedad estas

obligaciones y garanticen que se apliquen de manera inmediata y efectiva, para asegurar que las

víctimas de trata para la criminalidad forzada reciban la protección y el apoyo a los que tienen derecho.

La nueva Directriz, presentada al inicio de este documento, brinda a los Estados miembros de la ASEAN

la oportunidad de garantizar un giro hacia un enfoque más integral y basado en los derechos frente a la

trata con fines de criminalidad forzada, que elimine la doble victimización que sufren muchas mujeres

víctimas de trata y se respete el principio de no sanción.

La Directriz proporciona recomendaciones detalladas y medidas prácticas de aplicación para

legisladores, organismos encargados de aplicar la ley, órganos judiciales y otras partes interesadas. Es

importante señalar que la Directriz establece que el principio de no sanción se aplica a todas las etapas

de la trata y a todas las etapas de la justicia penal, y que, por tanto, «debe aplicarse tan pronto como los

funcionarios de primera línea tengan una sospecha creíble de que la persona pueda ser víctima de trata,

con independencia de la gravedad o seriedad del delito que haya cometido o del que haya sido

cómplice». En todos los casos examinados en este documento, no se aplicó el principio de no sanción, lo

que dio lugar a formas de criminalización diversas y, a menudo, severas y devastadoras.

Una aplicación efectiva de la Directriz mejoraría de manera sustancial la protección de los derechos

humanos de las mujeres víctimas de trata para la criminalidad forzada en la región de la ASEAN. Por el

contrario, si los Estados de la ASEAN no utilizan la Directriz, seguiremos observando un sistema regional

que, la mayoría de las veces, antepone la criminalización a la protección y que perpetúa los mismos

ciclos de daño que se supone que debe combatir.

REFLEXIONES FINALES: LLAMAMIENTO A LA
APLICACIÓN DE LA DIRECTRIZ DE LA ASEAN
SOBRE EL PRINCIPIO DE NO SANCIÓN
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	La trata de personas con fines de trabajo forzoso en la actividad delictiva en línea (también conocida como «centros de estafa») 4
	INTRODUCCIÓN
	La trata con fines de criminalidad forzada ha recibido históricamente menos atención por parte de las instituciones internacionales, los medios de comunicación y el sector de los derechos humanos. Sin embargo, la conciencia sobre esta forma de trata está aumentando a nivel mundial. Esta nota informativa pretende respaldar ese reconocimiento creciente examinando cómo se produce la trata para la criminalidad forzada en la región de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN). A partir de estudios de caso e investigaciones, ofrece un análisis feminista y basado en los derechos de dos ámbitos clave en los que se somete a las mujeres a la trata para la criminalidad forzada:
	el trabajo forzoso en operaciones delictivas en línea, comúnmente denominadas «centros de estafa» (scam centres); y
	la trata con fines de transporte de drogas (tráfico de drogas).
	Si bien la trata de mujeres para el transporte de drogas y la doble victimización que padecen -a través tanto de la explotación como de la posterior criminalización- han sido documentadas por organismos de derechos humanos y activistas, la trata de mujeres hacia centros de estafa para la criminalidad forzada es una cuestión más reciente y emergente que afecta gravemente a la región de la ASEAN, y hasta la fecha ha existido un análisis limitado, con perspectiva de género y basado en los derechos, de esta forma de trata. A medida que crece la conciencia sobre la trata con fines de criminalidad forzada, los Estados miembros de la ASEAN tienen una oportunidad crucial para liderar una respuesta coordinada y basada en los derechos que ponga fin a la criminalización de las mujeres víctimas de trata con fines de criminalidad forzada. Una parte significativa de esa oportunidad reside en la recientemente publicada Directriz de la ASEAN sobre la aplicación del principio de no sanción. Esta nota informativa ofrece estudios de caso paradigmáticos de las dos formas de trata con fines de criminalidad forzada y las frecuentes violaciones de derechos que sufren las mujeres afectadas. Concluye alentando a los Estados miembros de la ASEAN a aprovechar la oportunidad que brinda la nueva Directriz para poner fin a estas violaciones de derechos.
	a. La trata de personas

	c. El principio de no sanción de las víctimas de trata
	El principio de no sanción de las víctimas de trata por los delitos que se vieron obligadas a cometer es un principio fundamental del derecho internacional de los derechos humanos en materia de trata de personas. El Protocolo de la ONU contra la trata establece medidas integrales que los Estados deben adoptar para proteger y asistir a las víctimas, incluida la prestación de apoyo jurídico y la consideración de sus necesidades individuales. Estas disposiciones refuerzan implícitamente el principio de que las personas víctimas de trata deben ser reconocidas como tales y no procesadas por los delitos que se vieron forzadas a cometer como consecuencia de su trata.
	El principio de no sanción se ha incorporado al marco jurídico regional de la ASEAN. Con arreglo al artículo 14(7) de la ACTIP, los Estados miembros de la ASEAN están obligados a considerar no procesar a las víctimas de trata por los delitos que se vieron forzadas a cometer.
	El alcance de esta obligación ha sido precisado por la Comisión Intergubernamental de Derechos Humanos de la ASEAN y la Reunión de Altos Funcionarios de la ASEAN sobre Delincuencia Transnacional en la Directriz de la ASEAN sobre la aplicación del principio de no sanción (la Directriz), publicada en junio de 2025 y refrendada por todos los Estados miembros de la ASEAN.  La Directriz ofrece medidas prácticas y accionables para que los legisladores, los organismos encargados de aplicar la ley, los órganos judiciales y otras partes interesadas de los Estados miembros de la ASEAN apliquen el principio de no sanción consagrado en el artículo 14(7) de la ACTIP.
	Una de las recomendaciones clave de la Directriz es que los Estados miembros adopten marcos jurídicos que protejan a las víctimas frente a la detención, la privación de libertad, el procesamiento, la condena, la sanción o las sanciones migratorias relacionadas con su experiencia de trata.  La Directriz también subraya la importancia de proporcionar recursos efectivos en los casos en que las víctimas de trata ya hayan sufrido tales medidas.
	La Directriz recomienda asimismo que los Estados miembros utilicen un modelo «basado en la causalidad».  Este enfoque implica que las supervivientes de la trata no tengan que demostrar que fueron directamente amenazadas u obligadas a cometer un delito. En cambio, examina el panorama más amplio: las situaciones difíciles y las desigualdades que pueden condicionar las decisiones de una persona. Reconoce también que factores como el género, el origen étnico, los ingresos, la situación migratoria y la discriminación pueden hacer a las personas más vulnerables a la trata.

	LA TRATA DE PERSONAS CON FINES DE TRABAJO FORZOSO EN LA ACTIVIDAD DELICTIVA EN LÍNEA (TAMBIÉN CONOCIDA COMO «CENTROS DE ESTAFA»)
	3.1. Antecedentes
	Una de las formas más extendidas y emergentes de criminalidad forzada en la región de la ASEAN es la trata de personas hacia centros de estafa. Aunque la cuestión es plenamente transnacional por naturaleza, ya que implica a una amplia variedad de nacionalidades tanto entre las víctimas como entre los autores,  la mayoría de las víctimas ha sido objeto de trata hacia centros ubicados en la región de la ASEAN, que sigue siendo el principal foco de los centros de estafa.
	Las víctimas de trata de personas con fines de trabajo forzoso en la actividad delictiva en línea son engañadas y coaccionadas para ingresar en los centros de estafa de diversas maneras. Algunas mujeres son atraídas mediante anuncios de empleo fraudulentos para puestos profesionales en sectores como el marketing  o la atención al cliente, mientras que otras son engañadas a través de relaciones personales o tras entablar amistad con alguien en Facebook.  Los tratantes se esfuerzan enormemente para que las ofertas de empleo parezcan legítimas y para aparentar ser dignos de confianza. Una vez aceptado el empleo, la persona es trasladada a uno de los numerosos centros de estafa que existen en la región de la ASEAN; con frecuencia se le confiscan el pasaporte y el teléfono, y se la mantiene en el centro contra su voluntad. A menudo el centro no se encuentra en el mismo país donde se anunció el trabajo.
	Las condiciones reales de trabajo se caracterizan por la coacción y la explotación.  Se espera que las personas dediquen largas horas a estafar dinero a las víctimas mediante inteligencia artificial, perfiles falsos y otros métodos de redes sociales. Quienes son objeto de trata se ven obligadas a cumplir cuotas, y el incumplimiento se castiga con abusos físicos y sexuales, y tortura.
	Escapar de los centros de estafa es difícil y peligroso. Existen múltiples testimonios de personas que murieron al intentar huir de los centros. Yoong, una mujer de 30 años trasladada de Malasia a Myanmar para trabajar en los centros de estafa, declaró: «Vi morir a tres personas… una compañera saltó desde el tejado; a otras dos las empujaron.»  Las vías de salida más habituales son intentar escapar por cuenta propia, sobornar a los guardias del recinto o a las autoridades locales, buscar ayuda de la sociedad civil y las ONG, esperar el rescate por parte de los gobiernos o ser arrestadas, detenidas y deportadas en redadas masivas. En algunos casos, las víctimas y sus familias deben pagar rescates o encontrar sustitutos, lo que en la práctica las obliga a someter a otras personas a la trata para asegurar su propia liberación, hecho que puede llevar a las autoridades a considerarlas cómplices de la trata.

	3.2. Estudios de caso

	Felicia*
	Felicia, una viuda de 31 años con dos hijos pequeños, quería volver a trabajar tras la muerte de su marido. Le ofrecieron lo que ella creía que era un empleo legítimo de marketing en Laos, pero fue trasladada desde Filipinas hasta Myanmar pasando por tres países distintos. Contó que algunas mujeres que se sumaron a su viaje desde Manila habían aceptado ofertas de trabajo similares y que habían viajado en buques de carga, taxis y lanchas rápidas, entre otros medios de transporte, para llegar a su destino. Finalmente, Felicia fue dejada en KK Park, un recinto de estafa en Myanmar. Quedó encerrada en un complejo donde tenía que cumplir objetivos semanales de creación de perfiles falsos en redes sociales para estafar a la gente. Felicia sufrió una agresión sexual en el centro. Un encargado insistió en que se cambiara de ropa delante de él: «No quería hacerlo y dije que me sentía incómoda, y seguí diciendo que no, pero me dijeron que era simplemente un vestuario.» Cuando Felicia empezó a cambiarse, fue agredida sexualmente. Con el tiempo, Felicia logró ponerse en contacto con su hermana, que pidió ayuda al consulado de Filipinas. La policía acudió al edificio, pero su jefe la trasladó, junto con otras víctimas, a un nuevo recinto. Finalmente, un agente que custodiaba la propiedad aceptó un soborno para ayudarla a huir a Tailandia. Felicia se reencontró con su familia y se alojó en un albergue gestionado por una ONG.
	Análisis del caso de Felicia
	El caso de Felicia cumple claramente la definición de trata, ya que el reclutador organizó su transporte desde Filipinas hasta Myanmar, atravesando tres países. Felicia fue engañada, pues le dijeron que iba a desempeñar un trabajo de marketing, pero en realidad fue utilizada con fines de explotación, es decir, para cometer actos de criminalidad forzada en beneficio económico de quienes gestionaban el recinto. Felicia también sufrió violaciones adicionales de sus derechos humanos, ya que fue objeto de abusos sexuales mientras estaba en el centro de estafa y se le pidió que «se desnudara para los hombres», lo que evidencia una capa de género en el abuso y el trato que padeció en el centro. La agresión sexual sufrida por Felicia no es un caso aislado: muchas mujeres denuncian violaciones y agresiones sexuales en los centros.
	*No es su nombre real
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	Huong*
	Huong, una joven recién licenciada de Vietnam que trabajaba en Camboya como traductora, fue víctima de trata hacia un centro de estafa en Camboya. En su caso, un alto ministro del Gobierno intervino personalmente para ordenar su liberación, pero ello no la protegió de sufrir daños adicionales. Estuvo recluida en un centro de detención migratoria durante casi tres meses, confinada en una celda pequeña con varias otras supervivientes de trata, a apenas unos metros de mafiosos chinos que estaban siendo deportados por su papel en la trata y la esclavización de mujeres jóvenes en su misma situación. Se esperaba que ella misma encargara la comida y el agua para que se las entregaran desde fuera, pero los guardias le retenían estos suministros a menos que pagara un soborno cada vez. «Si no les doy dinero, no me dejan salir», dijo Huong. Finalmente fue liberada y trasladada a la frontera con Vietnam, donde fue objeto de nuevas extorsiones tanto por parte de los guardias fronterizos como de la policía local de su ciudad natal, que alegaban que había infringido las leyes migratorias por permanecer demasiado tiempo en Camboya.
	Análisis del caso de Huong
	El caso de Huong demuestra cómo los Estados miembros incumplen el principio de no sanción: a pesar de ser víctima de trata, Huong estuvo recluida en un centro de detención migratoria de Camboya en proximidad directa a sus tratantes, creando la impresión de que era de algún modo culpable de su propia experiencia de trata. Una vez liberada, fue además extorsionada por las autoridades en la frontera por haber excedido su visado. La experiencia y el trato que recibió Huong reflejan el daño específico que afrontan las personas víctimas de trata para la criminalidad forzada cuando intentan acceder a la justicia.
	*No es su nombre real
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	Pim
	Pim, una mujer apátrida residente en Tailandia, fue engañada para viajar al municipio de Laukkaing, en Myanmar, a finales de 2023 para lo que parecía un empleo bien remunerado. Pim y su marido, ambos integrantes de una minoría étnica de Tailandia, decidieron ir juntos, ya que además Pim se encontraba en el sexto mes de embarazo. Al llegar, fueron detenidos y obligados a trabajar en el centro de estafa. Tras oír rumores de que los estafadores obligaban a las mujeres embarazadas a abortar dentro de los recintos, Pim ocultó su embarazo llevando ropa holgada. Una operación de rescate lanzada más tarde por las autoridades tailandesas liberó a Pim y a su marido del recinto, pero los funcionarios se negaron a repatriarla a Tailandia. «Me dijeron que no estaba en la lista porque no tenía la nacionalidad tailandesa. Tuve que separarme de mi marido. Lloré tanto que me dolía el vientre y tuve que ir a un hospital.» Pim contactó pronto con una ONG que la ayudó con dinero para asegurar su regreso a Tailandia, y con otros 3000 bahts tailandeses para comprar un teléfono móvil y poder mantenerse en contacto con la fundación. Pim y su marido finalmente se reunieron.
	Análisis del caso de Pim
	El caso de Pim es un caso claro de trata de personas con fines de criminalidad forzada. Pim fue engañada para viajar de Tailandia a Myanmar mediante engaño, pues le dijeron que se le daría un empleo bien remunerado, pero fue llevada con fines de explotación. Pim era especialmente vulnerable por estar embarazada y ser integrante de un grupo étnico minoritario. A pesar de que se produjo una operación de rescate, los funcionarios tailandeses se negaron a repatriarla por ser apátrida. Como muchas otras víctimas, se vio obligada a depender del apoyo de una ONG en lugar de los gobiernos para recibir asistencia, lo que evidencia la importancia de que las ONG y la sociedad civil puedan operar eficazmente en este ámbito donde los gobiernos fallan.
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	LA TRATA DE PERSONAS CON FINES DE TRANSPORTE DE DROGAS
	4.1. Antecedentes
	En toda la región de la ASEAN, la denominada «guerra contra las drogas» ha propiciado la adopción generalizada de leyes y estrategias de aplicación severas en materia de drogas. Estos enfoques se han centrado en la criminalización, la imposición de penas y las políticas de tolerancia cero. Las leyes y políticas punitivas en materia de drogas en el Sudeste Asiático han afectado a las mujeres y han contribuido al aumento del número y la proporción de mujeres en la mayoría de los sistemas penitenciarios de la región.  Al mismo tiempo, las actitudes sociales hacia el consumo de drogas y hacia quienes participan en el tráfico de drogas han permanecido en gran medida carentes de empatía. Tanto las personas que consumen drogas como quienes se han visto obligadas a transportarlas son con frecuencia demonizadas y sufren una estigmatización extrema en la sociedad. Este enfoque indiscriminado ha tenido consecuencias perjudiciales para las mujeres víctimas de trata con fines de transporte de drogas que, como veremos en los estudios de caso que se examinan a continuación, son procesadas de manera habitual en lugar de ser protegidas y consideradas víctimas.

	4.2. ¿Cómo se produce esta forma de trata?
	Las mujeres víctimas de trata con fines de transporte de drogas suelen ser engañadas y explotadas para ello, a través de algún tipo de relación interpersonal. Los estudios han indicado que las mujeres se ven afectadas de manera desproporcionada tanto como víctimas de estafas en línea como entre quienes son encarceladas por delitos relacionados con drogas.  Un patrón común consiste en que una pareja, un amigo, un familiar o un conocido les pida que transporten un objeto a través de una frontera en su nombre. Los estudios han constatado que la implicación de las mujeres en el tráfico internacional transfronterizo de drogas se debía a menudo a que desconocían qué transportaban o a que eran explotadas y presionadas de otro modo.  Un caso reciente ilustra esta dinámica. Una mujer malasia fue condenada a cinco años de prisión por traficar con drogas de Malasia a Tailandia. Una amiga le había pedido que llevara con urgencia una bolsa y ella no sabía qué contenía. «Me pidió que la ayudara a llevar la bolsa. No sabía que contenía pastillas de Yaba. Pensé que le estaba haciendo un favor a una amiga.». En otro ejemplo procedente de Camboya, una tailandesa de 22 años fue condenada a cadena perpetua por intentar introducir cocaína en Camboya desde los Emiratos Árabes Unidos. Su novio le había pagado los billetes de avión, el visado, la comida y el alojamiento, y el hermano de su novio le entregó cajas de bombones para que se las llevara a un amigo suyo en Camboya. Ella declaró que solo tuvo conocimiento de las drogas ocultas cuando fue detenida.


	Estos casos no se producen en el vacío. La vulnerabilidad de género -incluida la feminización de la pobreza y las limitaciones del cuidado familiar- restringe las opciones de las mujeres, haciéndolas susceptibles a la explotación. Los estudios muestran que otras susceptibilidades habituales incluyen extensos historiales de victimización, el trauma asociado y el desorden general de la vida, factores que en conjunto aumentan la vulnerabilidad de las mujeres a ser explotadas por los reclutadores.
	Al igual que en otras formas de trata, se espera que las mujeres se ajusten a las nociones patriarcales de la víctima indefensa si quieren recibir asistencia y apoyo. Toda mujer que no encaje en estas concepciones estrechas es penalizada y tratada como delincuente.
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	4.3. Estudios de caso

	Ple
	Ple es una mujer de Tailandia que fue detenida por traficar con drogas de Laos a Tailandia. Fue engañada por su nuevo novio para transportar drogas a través de la frontera entre Laos y Tailandia: «Un día me dijo que tenía que recoger unas gemas de Laos y me preguntó si podía ir a buscarlas por él. Le dije que le ayudaría. Me dijo que me pagaría el alquiler. Así que decidí ir.» Ple cruzó la frontera en autobús. Nunca antes había visto la droga «ice», así que cuando un hombre le entregó un paquete para que lo llevara de vuelta, pensó que el «ice» (metanfetamina) eran gemas. En algún momento fue detenida y no fue hasta la investigación policial cuando Ple se dio cuenta de que transportaba drogas. Ple fue condenada a prisión en Tailandia y no recibió ningún apoyo del hombre que la sometió a la trata. «Decía que éramos pareja, pero en cuanto me detuvieron no apareció para ayudarme ni nada. Así que supongo que simplemente me utilizó. En aquel entonces, cuando tenía problemas, pensaba que él me ayudaría.»
	Análisis del caso de Ple
	El caso de Ple parece un ejemplo claro de trata de personas con fines de transporte de drogas. Ple fue engañada, pues creía que llevaba gemas y no drogas, y fue reclutada por su nueva pareja con fines de explotación, concretamente para que cometiera un acto delictivo en beneficio económico de él. Las circunstancias que constan en el caso de Ple indican que fue víctima de violencia doméstica y que «vivía con miedo a su exmarido», factores que, según los estudios, la hacen más susceptible a la explotación. Aunque no sabemos qué pena recibió Ple, sí sabemos que fue encarcelada por un delito relacionado con drogas. Su caso vuelve a poner de relieve el carácter de género de la trata para el transporte de drogas, en la que las mujeres suelen ser blanco de sus parejas íntimas, y sus experiencias previas de violencia doméstica e inestabilidad económica aumentaron su vulnerabilidad.
	La experiencia de Ple guarda importantes paralelismos con la de Donna Nelson, una mujer indígena australiana actualmente encarcelada en Japón tras ser engañada para transportar drogas desde Laos. Al igual que Ple, Donna fue captada por una pareja sentimental que explotó su confianza para obtener un beneficio delictivo. En septiembre de 2025, el Tribunal Superior de Japón desestimó su recurso afirmando que «debería haber sospechado que algo raro había en recoger una bolsa en Laos y llevarla en avión a Japón».  Esta retórica es común en los casos de mujeres víctimas de trata con fines de transporte de drogas y no tiene en cuenta las dinámicas de control coercitivo, confianza y patriarcado presentes en muchas de estas relaciones. Criminalizar a las víctimas sin una identificación adecuada ni la debida consideración de su explotación las priva de las garantías procesales y vulnera su derecho a un juicio justo.
	De la sanción a la protección (de derechos)



	Mary Jane Veloso
	Mary Jane es una mujer filipina que fue condenada por tráfico de drogas en Indonesia. Creció en una familia que vivía en la pobreza extrema. Para ayudar a mantener a su familia, en 2009 emigró a Dubái para trabajar como empleada doméstica. Regresó a Filipinas después de que su empleador la acosara sexualmente. En 2010, una amiga de la familia la reclutó para emplearse como trabajadora doméstica en Malasia. A su llegada a Kuala Lumpur, le dijeron que el puesto ya no estaba disponible, pero que le habían concertado un empleo similar en Indonesia. La reclutadora llevó a Mary Jane de compras para adquirir ropa nueva para su nuevo trabajo y le entregó una maleta para que guardara sus cosas. Le dieron un billete de avión y un número de teléfono móvil al que llamar en cuanto aterrizara en Indonesia. Cuando Mary Jane llegó a Indonesia, registraron su maleta y encontraron heroína oculta en el forro interior. Mary Jane fue condenada por tráfico de drogas y sentenciada a muerte.
	Análisis del caso de Mary Jane
	Desde su condena, el caso de Mary Jane ha pasado a ser ampliamente reconocido como trata de personas, y se han presentado cargos contra la reclutadora en Filipinas. El caso de Mary Jane cumple la definición de trata de personas, ya que la reclutadora organizó su transporte de Malasia a Indonesia mediante engaño (Mary Jane no sabía que había drogas ocultas en la maleta y creía que viajaba a Indonesia para emplearse como trabajadora doméstica). Esto se hizo con fines de explotación, concretamente para obligar a Mary Jane a cometer actos delictivos en beneficio económico o de otra índole de los reclutadores. Tras cumplir 15 años en una prisión indonesia, Mary Jane fue repatriada a Filipinas en 2024 en virtud de un acuerdo bilateral y actualmente cumple cadena perpetua en Manila. Se ha convertido en un símbolo de las vulnerabilidades que afronta la «diáspora económica de 10 millones de personas de Filipinas, muchas de las cuales aceptan empleos como trabajadoras domésticas en el extranjero para escapar de la pobreza en su país»,  lo que puede exponerlas a riesgos de trata. Su caso ha suscitado un considerable apoyo nacional e internacional, y los llamamientos a su indulto continúan a fecha de noviembre de 2025. Aunque su repatriación la libró de la ejecución, su encarcelamiento continuado vulnera el principio de no sanción.
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	Shirley*
	Shirley, una niña de 15 años de Malasia, había hecho un amigo a través de Facebook que le dijo que le organizaría unas vacaciones gratuitas a Hong Kong. El amigo, también de 15 años, dispuso que Shirley se reuniera con dos hombres en un centro comercial de Kuala Lumpur, quienes le entregaron un billete de avión y algo de dinero para gastos. El amigo le dijo que se uniría a ella en las vacaciones, pero que tomaría un vuelo anterior. El día de su vuelo, uno de esos hombres apareció y le dio un par de zapatos para que los llevara puestos durante el viaje. Tras llegar al Aeropuerto Internacional de Hong Kong, Shirley fue seleccionada para un registro corporal y se hallaron 700 g de heroína en las suelas de los zapatos. Dada la pequeña cantidad de droga que le colocaron, Shirley cree que fue utilizada como señuelo para mantener ocupadas a las autoridades mientras cantidades mayores de droga pasaban sin ser detectadas. Shirley fue detenida y acusada de un delito que conlleva una pena de más de 20 años de prisión.
	Análisis del caso de Shirley
	El caso de Shirley es otro ejemplo claro de trata de personas con fines de criminalidad forzada. El amigo de Shirley organizó su transporte de Malasia a Hong Kong con fines de explotación, concretamente para obligarla a cometer actos delictivos en beneficio económico o de otra índole de los reclutadores. Como Shirley es menor de edad, es irrelevante que además haya sido engañada para ser explotada, aunque el engaño está claramente presente en su caso.
	*No es su nombre real
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	Pau
	Pau es una mujer trans tailandesa que actualmente se encuentra encarcelada en Malasia. Trabajaba en Tailandia como trabajadora sexual cuando su proxeneta le pidió que viajara a la India para reunirse con clientes. Al llegar a la India, comprobó que no había trabajo disponible para ella. Informó a su proxeneta, que dispuso que regresara a Tailandia en un vuelo con escala en Kuala Lumpur. El proxeneta le pidió que llevara de vuelta unos saris, supuestamente regalos para la familia y los amigos del proxeneta. Cuando Pau llegó a Kuala Lumpur, fue detenida y las autoridades encontraron metanfetamina oculta en los saris. Pau fue condenada por tráfico de drogas y sentenciada a muerte. En 2024, su pena fue conmutada a 30 años tras la abolición de la pena de muerte obligatoria en Malasia. A pesar de su identidad de género, se encuentra actualmente en una prisión de hombres en Malasia. Pau contrajo tuberculosis dos veces en prisión y sufrió complicaciones que la han dejado paralizada del cuello hacia abajo. Como consecuencia, se ve obligada a depender de los hombres encarcelados con ella para lavarse, ir al baño y comer. Los recursos de clemencia en su favor siguen en curso.
	Análisis del caso de Pau
	El caso de Pau es un ejemplo claro de trata de personas con fines de criminalidad forzada, ya que su proxeneta organizó su transporte de la India a Malasia, mediante engaño (Pau no sabía que había drogas ocultas en los saris) y mediante abuso de poder (el proxeneta era el empleador de Pau y utilizó esa relación de poder para persuadirla de viajar a la India); con fines de explotación, concretamente para obligar a Pau a cometer actos delictivos en beneficio económico o de otra índole del proxeneta. Pau ha padecido violaciones acumuladas de sus derechos humanos mientras estaba en prisión. Como persona tetrapléjica, Pau no tiene control de su cuerpo del cuello para abajo y conserva un control limitado de las manos. Necesita una bolsa de colostomía y se desplaza en silla de ruedas.
	De la sanción a la protección (de derechos)



	PANORAMA POLÍTICO Y JURÍDICO: DISCUSIÓN DE LOS HALLAZGOS
	5.1. Criminalización de las víctimas
	Las respuestas políticas y jurídicas a la trata con fines de criminalidad forzada en toda la región de la ASEAN a menudo parecen haber priorizado la seguridad nacional y las respuestas policiales o penales por encima de los derechos y la autonomía de quienes han sido objeto de trata.
	En el contexto de los centros de estafa, las redadas, las deportaciones masivas y la criminalización indiscriminada se emplean cada vez más para demostrar que los gobiernos están tomando medidas; sin embargo, estas medidas suelen ir en detrimento directo de aquellas personas a quienes dicen proteger. Por ejemplo, cuando Susan Wafula* fue rescatada de un centro de estafa en Myanmar en 2022, pasó un mes desplazándose entre cuatro centros de detención tailandeses mientras seguía los procedimientos legales para acreditar que no era una delincuente y que había sido víctima de trata. «Estuve en una celda solo para que se determinara que era víctima de trata y obtener mi libertad… Si no lo hubiera hecho, ya me habría podrido allí.».  Fue una situación similar a la de Huong* (cuyo caso se describe en los estudios de caso anteriores), quien, tras ser víctima de trata hacia Camboya, fue liberada pero pasó un tiempo detenida, encarcelada junto a sus jefes. Huong afrontó una nueva criminalización al intentar salir de Camboya hacia Vietnam, después de que las autoridades la acusaran de delitos migratorios.
	En 2025, cuando más de 100 ciudadanos tailandeses fueron detenidos y acusados por su presunta implicación en un centro de estafa camboyano, la policía tailandesa declaró que «los traidores ya no podrán aprovechar el vacío legal de la condición de víctima de trata para eludir el castigo».
	De manera similar, en el contexto del transporte de drogas, las mujeres que han sido objeto de trata son criminalizadas en lugar de reconocidas como víctimas. En toda la región, las prioridades de control de drogas suelen prevalecer sobre las obligaciones de los Estados de identificar y proteger a las personas víctimas de trata, y las autoridades presumen con frecuencia la intención delictiva y desestiman las alegaciones de coacción o engaño, como hemos visto en los estudios de caso señalados anteriormente. Esto crea un sistema en el que la sanción se antepone a la evaluación de la víctima, reproduciendo la misma retórica utilizada en otras formas de criminalidad forzada y reforzando una presunción de culpabilidad en lugar del deber de investigar los indicios de trata.

	La vulnerabilidad de género, incluida la feminización de la pobreza, las presiones del cuidado familiar y los largos historiales de trauma y victimización, que restringen las opciones de las mujeres y acentúan su susceptibilidad ante los reclutadores, es ignorada.   Esta retórica, común en toda la región,  refleja un enfoque profundamente punitivo que no se ajusta a las obligaciones de los Estados miembros con arreglo al derecho internacional  y contraviene directamente las recomendaciones contenidas en la Directriz de la ASEAN sobre no sanción.

	5.2. Violación de los derechos humanos con perspectiva de género y desigualdad estructural
	Al momento de redactar este documento, un análisis completo de la experiencia de las mujeres en los centros de estafa permanece en gran medida inexplorado. Aunque tanto mujeres como hombres son objeto de trata hacia los centros de estafa, las mujeres afrontan daños diferenciados, agravados y específicos de género. Los informes indican que algunos centros de estafa operan «sistemas de recompensas» a quienes destacan estafando, ofreciendo acceso a alcohol, drogas y servicios sexuales. En este contexto, hay informes de mujeres que son víctimas de trata para prestar dichos servicios sexuales. También hay informes de mujeres agredidas sexualmente por jefes y encargados en los centros de estafa. Angel*, una mujer en uno de los centros de estafa de Myanmar, denunció ser obligada a acostarse con los jefes del centro y declaró: «Solo quiero negarme, pero me obligan. “(pero me dicen) No te niegues, porque estarás en peligro”. A veces también (me obligan a acostarme) con los amigos y familiares del jefe.»  En 2025 se han registrado informes de al menos doce mujeres etíopes que quedaron embarazadas como consecuencia de haber sido violadas tras ser trasladadas a un centro de estafa en Myanmar. Además de la violación, la amenaza del aborto forzado es algo que han detallado mujeres trasladadas a los centros de estafa, como Nan*, que ocultó su embarazo llevando ropa holgada tras oír rumores de abortos forzados en los centros. El temor de Nan resultó fundado, pues recordó haber visto a otra mujer tailandesa que fue obligada a interrumpir su embarazo en el centro de estafa. Otras víctimas que han denunciado quedar embarazadas tras ser violadas en los centros de estafa han tenido que sobrellevar el trauma del aborto espontáneo, el aborto tardío y el parto.
	En relación con las mujeres víctimas de trata con fines de criminalidad forzada para el transporte de drogas, en toda la región de la ASEAN las mujeres encarceladas por delitos de drogas se ven privadas de manera sistemática del acceso a atención sanitaria específica de género, en contra de las Reglas de Bangkok.  Una vez encarceladas por el transporte de drogas, las mujeres de toda la región de la ASEAN afrontan graves consecuencias y declaran no tener acceso a trabajo, programas de rehabilitación ni atención sanitaria específica de género.

	Podemos ver la denegación de atención específica de género con toda claridad en el caso de Pau, obligada a cumplir su condena en una prisión de hombres a pesar de identificarse como mujer. A las mujeres les cuesta con frecuencia que se les crea cuando alegan coacción o engaño en estos casos, debido principalmente a los estereotipos de género sobre cómo debe comportarse una «víctima ideal». Un estudio de 2021, «Nadie me creyó (No One Believed Me)»: Una visión global de las mujeres que enfrentan la pena de muerte por delitos de drogas, del Centro Cornell sobre la Pena de Muerte a Nivel Mundial (Cornell Center on the Death Penalty Worldwide), concluyó:
	«En muchos casos, los tribunales se apoyaron en estereotipos de género para interpretar las circunstancias y motivaciones de las mujeres antes de condenarlas a muerte. Ofrecen indicios inquietantes de que el sesgo de género influye en los resultados de las causas capitales por drogas. En particular, los tribunales se muestran reacios a aceptar que una acusada fuera engañada o presionada para transportar drogas, a menos que encaje en el perfil de una víctima femenina indefensa: pobre, sin educación y, en los casos que implican a un coautor masculino, inexperta con los hombres. Los tribunales tienden a no creer que las mujeres de entornos menos desfavorecidos, o que han tenido relaciones sentimentales previas, sean vulnerables a la coacción o la manipulación.»
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	5.3.  Falta de recursos efectivos para las víctimas

	5.5. Deficiencias consulares
	Las mujeres víctimas de trata tanto para el transporte de drogas como para los centros de estafa suelen experimentar un acceso inadecuado al apoyo consular. La respuesta de las autoridades gubernamentales para asistir realmente a quienes han sido objeto de trata hacia los centros de estafa ha sido tan deficiente que existen numerosos informes de personas rescatadas de los centros no solo por ONG contra la trata, sino también por «buenos samaritanos» a título individual. Un informe reciente sobre malasios víctimas de trata procesados en el extranjero por delitos de drogas concluye de manera similar que «a menudo carecen de una asistencia consular adecuada… Esto refleja no solo un fallo de protección, sino un fallo fundamental de principio».

	5.6. Incoherencia en el enfoque y víctimas menores de edad
	Las respuestas de los Estados miembros para proteger los derechos de las víctimas menores de edad son también incoherentes.
	En el contexto de los centros de estafa, dos casos ilustran esta protección incoherente. A Mook,  una niña de 14 años de Tailandia, un hombre (aparentemente un reclutador) le ofreció un empleo en otra parte de Tailandia. La recogió en su casa, pero le ordenó mantener en secreto la oferta de trabajo. Su madre contactó con la policía, que actuó con rapidez para determinar que probablemente Mook había sido llevada a un centro de estafa situado cerca de la frontera entre Camboya y Vietnam.  Mook declaró que «se le ordenaba engañar al menos a 100 víctimas al día o, de lo contrario, sería agredida y no se le daría de comer». La policía y el ejército tailandeses coordinaron el rescate con sus homólogos camboyanos y, tras cinco días, Mook fue rescatada. Sin embargo, en otro caso que involucraba a una adolescente víctima de trata, una joven laosiana de 17 años a quien supuestamente se le prometió trabajo en una fábrica en Tailandia pero que, en cambio, fue trasladada a un centro de estafa en Myanmar, las autoridades laosianas señalaron que rescatar a nacionales de recintos de estafa ubicados en zonas de Myanmar fuera del control de la junta es «muy difícil» y que había poco que el Gobierno laosiano pudiera hacer en esa situación.  La joven declaró que fue obligada a trabajar hasta 19 horas al día durante dos años antes de escapar, y describió la experiencia como extremadamente violenta. «Los jefes me pegan y me torturan todos los días, ¿por qué no viene nadie a ayudarme?». Esto contrasta radicalmente con el caso de Mook, en el que se completó una operación transfronteriza en cinco días para lograr su liberación.

	Esto pone de relieve no solo la incoherencia de las respuestas de los Estados miembros en toda la región, sino que también suscita inquietud por una jerarquía de facto de los destinos de la trata, en la que el acceso a la protección y al rescate depende del lugar hacia donde se somete a la víctima a la trata, en vez de sus derechos individuales. Tales disparidades dentro de la región subrayan la necesidad de una respuesta regional coordinada que garantice una protección igualitaria para todas las personas víctimas de trata.
	En el contexto de la trata por delitos de drogas, observamos en el caso de Shirley un incumplimiento de la aplicación del criterio jurídico correcto para las víctimas menores de edad, tal como figura en la ACTIP, que establece que la «captación, transporte, traslado, acogida o recepción de un niño con fines de explotación se considerará “trata de personas” aun cuando no se recurra a la coacción, el engaño u otros medios»  y que se considera niño a toda persona menor de 18 años. Shirley era menor de edad en el momento en que se produjo su trata con fines de criminalidad forzada y fue engañada y coaccionada para transportar drogas. En lugar de recibir las protecciones jurídicas correctas para los menores, Shirley permanece encarcelada y criminalizada, y no está claro qué medidas está adoptando el Gobierno de Malasia para poner fin a estas violaciones de derechos. El caso de Shirley no es aislado, pues existe una tendencia preocupante de reclutadores que utilizan a menores para someterlos a la trata con fines de transporte forzado de drogas. Los datos de 2019 muestran que 30 jóvenes malasios, algunos aún adolescentes, fueron detenidos en Hong Kong en un solo año por actuar como «mulas» de drogas para sindicatos internacionales. Los expertos sugieren que estas cifras de detenciones son solo una fracción de las que realmente logran pasar.
	5.7. Falta de acceso a asistencia jurídica y no jurídica
	Las observaciones tanto de los centros de estafa como de los casos de transporte de drogas indican que el acceso a la asistencia y a los servicios jurídicos para las víctimas es incoherente, cuando existe. Si bien las ONG y otras organizaciones de la sociedad civil, así como el personal humanitario, desempeñan un papel central en la prestación de asistencia a quienes han sido objeto de trata con fines de criminalidad forzada, a estos grupos se les deniega de manera sistemática el acceso a los centros de detención, las prisiones y otras instalaciones institucionales, lo que significa que las víctimas de trata con fines de criminalidad forzada afrontan importantes lagunas de apoyo que pueden perjudicar sus posibilidades de protección y recuperación. Muchas organizaciones que trabajan en este ámbito han pedido que se reconozca, financie y fortalezca el papel fundamental de las ONG y las organizaciones comunitarias en la identificación de víctimas, el apoyo a las sobrevivientes y la promoción de reformas.


	REFLEXIONES FINALES: LLAMAMIENTO A LA APLICACIÓN DE LA DIRECTRIZ DE LA ASEAN SOBRE EL PRINCIPIO DE NO SANCIÓN
	Esta investigación ha examinado el actual panorama jurídico y político de la región de la ASEAN a partir de estudios de caso de mujeres víctimas de trata hacia centros de estafa y de mujeres víctimas de trata con fines de transporte de drogas. Estos casos evidencian que las actuales respuestas políticas y jurídicas de la ASEAN a la trata con fines de criminalidad forzada siguen siendo fragmentarias, incoherentes, punitivas y carentes de un enfoque feminista.
	Los Estados miembros de la ASEAN tienen la obligación jurídicamente vinculante, con arreglo a la ACTIP, de prevenir la trata para la criminalidad forzada y de proteger y asistir a las víctimas, lo que incluye respetar el principio de no sanción. Es esencial que los Estados miembros asuman con seriedad estas obligaciones y garanticen que se apliquen de manera inmediata y efectiva, para asegurar que las víctimas de trata para la criminalidad forzada reciban la protección y el apoyo a los que tienen derecho. La nueva Directriz, presentada al inicio de este documento, brinda a los Estados miembros de la ASEAN la oportunidad de garantizar un giro hacia un enfoque más integral y basado en los derechos frente a la trata con fines de criminalidad forzada, que elimine la doble victimización que sufren muchas mujeres víctimas de trata y se respete el principio de no sanción.
	La Directriz proporciona recomendaciones detalladas y medidas prácticas de aplicación para legisladores, organismos encargados de aplicar la ley, órganos judiciales y otras partes interesadas. Es importante señalar que la Directriz establece que el principio de no sanción se aplica a todas las etapas de la trata y a todas las etapas de la justicia penal, y que, por tanto, «debe aplicarse tan pronto como los funcionarios de primera línea tengan una sospecha creíble de que la persona pueda ser víctima de trata, con independencia de la gravedad o seriedad del delito que haya cometido o del que haya sido cómplice». En todos los casos examinados en este documento, no se aplicó el principio de no sanción, lo que dio lugar a formas de criminalización diversas y, a menudo, severas y devastadoras.
	Una aplicación efectiva de la Directriz mejoraría de manera sustancial la protección de los derechos humanos de las mujeres víctimas de trata para la criminalidad forzada en la región de la ASEAN. Por el contrario, si los Estados de la ASEAN no utilizan la Directriz, seguiremos observando un sistema regional que, la mayoría de las veces, antepone la criminalización a la protección y que perpetúa los mismos ciclos de daño que se supone que debe combatir.
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